
Número 10.- Sesión Ordinaria celebrada por la Junta de Gobierno Local 
en primera convocatoria el viernes, día trece de marzo del 
año dos mil veinte. 
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 En la Villa de Rota, siendo las doce horas y cuarenta y cinco 
minutos del viernes, día trece de marzo del año dos mil veinte, en la Sala de 
Comisiones, se reúne la Junta de Gobierno Local de este Excelentísimo 
Ayuntamiento, a fin de celebrar en primera convocatoria su reglamentaria 
sesión ordinaria semanal. 
 
 Preside el Sr. Alcalde-Presidente D. José Javier Ruiz Arana, y 
asisten las personas que anteriormente se han relacionado. 
  
   Abierta la sesión, fueron dados a conocer los asuntos que 
figuran en el orden del día, previamente distribuido. 
 
 
 
PUNTO 1º.- APROBACIÓN, SI PROCEDE, DE ACTA DE LA SESIÓN 

CELEBRADA EL DÍA SEIS DE MARZO DE 2020. 
 
 
 Conocida el acta de la sesión celebrada el día seis de marzo del 
año dos mil veinte, número 9, y una vez preguntado por el Sr. Alcalde-
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Presidente si se ha leído y si se está conforme con la misma, la Junta de 
Gobierno Local, por unanimidad, acuerda aprobarla, sin discusiones ni 
enmiendas, y que la misma se transcriba en el Libro de Actas 
correspondiente. 
 
 
PUNTO 2º.- COMUNICADOS Y DISPOSICIONES OFICIALES. 
 
 
2.1.- Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se 

adoptan determinadas medidas urgentes en el ámbito 
económico y para la protección de la salud pública. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial del Estado número 62, de 11 de marzo de 2020, páginas 24169 a 
24177, del Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan 
determinadas medidas urgentes en el ámbito económico y para la protección 
de la salud pública. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a todos los departamentos municipales. 
 
 
2.2.- Corrección de errores de la Resolución de 4 de marzo de 

2020, de la Secretaría General del Tesoro y Financiación 
Internacional, por la que se actualiza el Anexo 1 incluido en la 
Resolución de 4 de julio de 2017, de la Secretaría General del 
Tesoro y Política Financiera, por la que se define el principio 
de prudencia financiera aplicable a las operaciones de 
endeudamiento y derivados de las comunidades autónomas y 
entidades locales. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial del Estado número 62, de 11 de marzo de 2020, páginas 24206 
a 24208, de la corrección de errores de la Resolución de 4 de marzo de 2020, 
de la Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional, por la que se 
actualiza el Anexo 1 incluido en la Resolución de 4 de julio de 2017, de la 
Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, por la que se define el 
principio de prudencia financiera aplicable a las operaciones de 
endeudamiento y derivados de las comunidades autónomas y entidades 
locales. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a los Departamentos de Intervención y Tesorería. 
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2.3.- Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se 

adoptan medidas urgentes para responder al impacto 
económico del COVID-19. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial del Estado número 65, de 13 de marzo de 2020, páginas 24996 
a 25013, del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a todos los departamentos municipales. 
 
 
2.4.- Corrección de errores de la Orden de 20 de diciembre de 

2019, por la que se aprueban las bases reguladoras tipo y los 
formularios tipo de la Administración de la Junta de 
Andalucía para la concesión de subvenciones en régimen de 
concurrencia competitiva (BOJA núm. 249, de 30.12.2019). 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número 46, de 9 de marzo de 2020, 
página 33, de la corrección de errores de la Orden de 20 de diciembre de 
2019, por la que se aprueban las bases reguladoras tipo y los formularios tipo 
de la Administración de la Junta de Andalucía para la concesión de 
subvenciones en régimen de concurrencia competitiva (BOJA núm. 249, de 
30.12.2019). 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a la Oficina de Fomento Económico y al resto de 
Departamentos que tramitan solicitudes de subvenciones. 
 
 
2.5.- Corrección de errores de la Orden de 20 de diciembre de 

2019, por la que se aprueban las bases reguladoras tipo y los 
formularios tipo de la Administración de la Junta de 
Andalucía para la concesión de subvenciones en régimen de 
concurrencia no competitiva (BOJA núm. 249, de 
30.12.2019). 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número 46, de 9 de marzo de 2020, 
página 34, de la corrección de errores de la Orden de 20 de diciembre de 
2019, por la que se aprueban las bases reguladoras tipo y los formularios tipo 
de la Administración de la Junta de Andalucía para la concesión de 
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subvenciones en régimen de concurrencia no competitiva (BOJA núm. 249, 
de 30.12.2019). 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a la Oficina de Fomento Económico y al resto de 
Departamentos que tramitan solicitudes de subvenciones. 
 
 
2.6.- Resolución de 2 de marzo de 2020, de la Secretaría General 

Técnica, por la que acuerda someter a información pública el 
proyecto de decreto por el que se establece la Norma 
Andaluza de Autoprotección de los centros, 
establecimientos, dependencias e instalaciones, de 
titularidad pública o privada, que desarrollen actividades que 
puedan originar, o ser susceptibles de resultar afectadas por 
una situación de emergencia y crea y regula el Registro 
Autonómico de Planes de Autoprotección de Andalucía. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número 46, de 9 de marzo de 2020, 
páginas 131 y 132, de la Resolución de 2 de marzo de 2020, de la Secretaría 
General Técnica, por la que acuerda someter a información pública el 
proyecto de decreto por el que se establece la Norma Andaluza de 
Autoprotección de los centros, establecimientos, dependencias e 
instalaciones, de titularidad pública o privada, que desarrollen actividades que 
puedan originar, o ser susceptibles de resultar afectadas por una situación de 
emergencia y crea y regula el Registro Autonómico de Planes de 
Autoprotección de Andalucía. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a todos los departamentos municipales. 
 
 
2.7.- Orden de 5 de marzo de 2020, por la que se establece la 

distribución de las cantidades a percibir por las entidades 
locales para la financiación del programa de tratamiento a 
familias con menores en situación de riesgo o desprotección, 
para los ejercicios 2020 y 2021, y se publica el modelo tipo 
de convenio de cooperación. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número 48, de 11 de marzo de 2020, 
páginas 74 a 85, de la Orden de 5 de marzo de 2020, por la que se establece 
la distribución de las cantidades a percibir por las entidades locales para la 
financiación del programa de tratamiento a familias con menores en situación 
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de riesgo o desprotección, para los ejercicios 2020 y 2021, y se publica el 
modelo tipo de convenio de cooperación. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a la Delegación Municipal de Servicios Sociales, 
Integración y Familias, así como a la Oficina de Fomento Económico. 
 
 
2.8.- Resolución de 5 de marzo de 2020, del Instituto Andaluz de 

la Juventud, por la que se establecen las bases reguladoras y 
se convocan los Premios Andalucía Joven 2020. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número 48, de 11 de marzo de 2020, 
páginas 8 a 10, de la Resolución de 5 de marzo de 2020, del Instituto Andaluz 
de la Juventud, por la que se establecen las bases reguladoras y se convocan 
los Premios Andalucía Joven 2020. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a la Delegación Municipal de Educación, Juventud y 
Diversidad, así como a la Oficina de Fomento Económico. 
 
 
2.9.- Resolución de 2 de marzo de 2020, de la Delegación 

Territorial de Educación, Deporte, Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación en Jaén, por la que se hace pública la 
delimitación de las áreas de influencia y limítrofes, a efectos 
de escolarización, de las escuelas infantiles de titularidad de 
la Junta de Andalucía, las escuelas infantiles y centros de 
educación infantil adheridos al Programa de ayuda a las 
familias, que imparten el primer ciclo de educación infantil. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número 48, de 11 de marzo de 2020, 
página 65, de la Resolución de 2 de marzo de 2020, de la Delegación 
Territorial de Educación, Deporte, Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación 
en Jaén, por la que se hace pública la delimitación de las áreas de influencia y 
limítrofes, a efectos de escolarización, de las escuelas infantiles de titularidad 
de la Junta de Andalucía, las escuelas infantiles y centros de educación 
infantil adheridos al Programa de ayuda a las familias, que imparten el primer 
ciclo de educación infantil. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a la Delegación Municipal de Educación, Juventud y 
Diversidad. 
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2.10.- Resolución de 4 de marzo de 2020, de la Intervención 

General de la Junta de Andalucía, por la que se da publicidad 
a la Instrucción 3/2020, de 21 de febrero, por la que se 
modifica la Instrucción 8/2019, de 14 de noviembre, por la 
que se establece la Guía de Fiscalización Previa de los 
expedientes de gasto derivados de los procedimientos de 
subvenciones y ayudas públicas, y se actualiza el modelo de 
certificación acreditativa del empleo de las mismas. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía número 49, de 12 de marzo de 2020, 
páginas 245 a 253, de la Resolución de 4 de marzo de 2020,  de la 
Intervención General de la Junta de Andalucía, por la que se da publicidad a la 
Instrucción 3/2020, de 21 de febrero, por la que se modifica la Instrucción 
8/2019, de 14 de noviembre, por la que se establece la Guía de Fiscalización 
Previa de los expedientes de gasto derivados de los procedimientos de 
subvenciones y ayudas públicas, y se actualiza el modelo de certificación 
acreditativa del empleo de las mismas. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a la Intervención Municipal, así como a la Oficina 
de Fomento Económico. 
 
 
2.11.- Decreto-ley 2/2020, de 9 de marzo, de mejora y 

simplificación de la regulación para el fomento de la 
actividad productiva en Andalucía. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía Extraordinario número 4, de 12 de 
marzo de 2020, páginas 2 a 95, del Decreto-ley 2/2020, de 9 de marzo, de 
mejora y simplificación de la regulación para el fomento de la actividad 
productiva de Andalucía. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a todos los departamentos municipales. 
 
 
2.12.- Anuncio de la sociedad Modus, S.L., por el que se hacen 

públicas las listas cobratorias de la tasa por distribución de 
agua, depuración, alcantarillado, canon autonómico y canon 
de mejora I, de grandes consumidores del mes de febrero 
2020. 
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 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Provincia número 45, de 9 de marzo de 2020, página 18, 
del Anuncio de la sociedad Movilidad y Desarrollo Urbano Sostenible, S.L. 
(Modus), número 13.582, por el que se hacen públicas las listas cobratorias de 
la tasa por distribución de agua, depuración, alcantarillado, canon autonómico 
y canon de mejora I, de grandes consumidores del mes de febrero 2020. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada, acordando por 
unanimidad se de traslado a la sociedad Modus, S.L. 
 
 
2.13.- Anuncio del Ayuntamiento de Rota, por el que se hace 

público el acuerdo adoptado por el Excmo. Ayuntamiento 
Pleno, en sesión ordinaria celebrada el día veintisiete de 
febrero de dos mil veinte, al punto 12º de urgencias, por el 
que se modifica el régimen de dedicación del cargo de 
Primer Teniente de Alcalde durante el mes de marzo de 
2020. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Provincia número 49, de 13 de marzo de 2020, página 32, 
del Anuncio del Ayuntamiento de Rota, número 14.869, por el que se hace 
público el acuerdo adoptado por el Excmo. Ayuntamiento Pleno, en sesión 
ordinaria celebrada el día veintisiete de febrero de dos mil veinte, al punto 12º 
de urgencias, por el que se modifica el régimen de dedicación del cargo de 
Primer Teniente de Alcalde durante el mes de marzo de 2020. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada. 
 
 
2.14.- Anuncio del Ayuntamiento de Rota, por el que se hace 

público el Decreto del Sr. Alcalde número 2020-1338, en el 
que deja sin efecto durante el mes de marzo la delegación de 
firma efectuada en D. Daniel Manrique de Lara Quirós en 
materia de Hacienda, así como las firmas de los contratos 
laborales, asumiendo tales funciones durante dicho período 
la Alcaldía. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la publicación en el 
Boletín Oficial de la Provincia número 49, de 13 de marzo de 2020, páginas 32 
y 33, del Anuncio del Ayuntamiento de Rota, número 14.870, por el que se 
hace público el Decreto del Sr. Alcalde número 2020-1338, en el que se deja 
sin efecto durante el mes de marzo la delegación de firma efectuada en D. 
Daniel Manrique de Lara Quirós en materia de Hacienda, así como las firmas 
de los contratos laborales, asumiendo tales funciones durante dicho período 
la Alcaldía. 
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 La Junta de Gobierno Local queda enterada. 
 
 
2.15.- Sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia e 

Instrucción número 1 de Rota, recaída en el Procedimiento 
Diligencias Urgentes 43/2019, contra D. Álvaro Pérez Alcón. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la Sentencia 
dictada por el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 1 de Rota, 
recaída en el Procedimiento: Diligencias Urgentes 43/2019, contra D. Álvaro 
Pérez Alcón, por presunto delito contra la seguridad vial, con resultado de 
daños ocasionados a la propiedad municipal, la cual, condena al acusado 
como autor penalmente responsable del delito imputado, así como, a que 
abone en concepto de responsabilidad civil los daños ocasionados al 
patrimonio municipal en la cuantía que asciende a 299,64 €. 
 
 Asimismo se hace constar que dicha Sentencia es firme y que 
dichos daños han sido abonados a esta Administración en la cantidad 
anteriormente mencionada. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada. 
 
 
2.16.- Sentencia dictada por el Juzgado de lo Contencioso-

Administrativo número 3 de Cádiz, recaída en el 
Procedimiento Ordinario 368/18, seguido a instancias del 
Consorcio de Aguas de la Zona Gaditana. 

 
 
 Se da cuenta por el Sr. Secretario General de la Sentencia 
dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 3 de Cádiz, 
recaída en el Procedimiento Ordinario 368/18, seguido a instancias del 
Consorcio de Aguas de la Zona Gaditana, contra Resolución del Tesorero 
Municipal y del Delegado de Hacienda de 29 de junio de 2018, que 
desestimaron el recurso de reposición contra el acuerdo de la Junta de 
Gobierno Local de 18 de diciembre de 2013 que denegó la anulación de la 
liquidación 519/2013/14 (ascendente a la cantidad de 368.255,86 € girada por 
el importe del consumo eléctrico correspondiente a la estación de bombeo 
relativo al período de junio de 2008 a diciembre de 2012), y estimar 
parcialmente respecto del Decreto del Delegado de Hacienda de 15 julio de 
2.013, que acordó la compensación de esa liquidación con diversas facturas de 
abastecimiento de agua pendientes de pago al Consorcio de Aguas de la Zona 
Gaditana en cuanto se refiere al 5% de recargo, acordando la devolución de la 
cantidad compensada por este concepto. 
 



9 
 CG200313 

 
 Dicha Sentencia estima parcialmente el recurso y acuerda la 
anulación de las Resoluciones del Tesorero y el Delegado de Hacienda y con 
ellas la liquidación y la compensación de deudas en cuanto excedan de la 
cantidad resultante y correspondiente al período comprendido entre el 27 de 
septiembre de 2012 a finales de diciembre de 2012, cuya cuantía se deberá 
fijar en ejecución de Sentencia, en su caso. 
 
 No obstante, ambas partes en conclusiones y una vez 
examinadas las facturas remitidas por AREMSA, mostramos conformidad con 
que el importe por consumo eléctrico correspondiente a los meses de 27 de 
septiembre a finales de diciembre de 2012, asciende a la cantidad de 9.059,42 
€, por lo que procede la anulación de la compensación impugnada salvo en la 
cuantía de 9.059,42 €. 
 
 Asimismo se hace constar que dicha Sentencia no es firme, 
siendo por tanto susceptible de la interposición de recurso de apelación. 
 
 La Junta de Gobierno Local queda enterada. 
 
 
 
PUNTO 3º.- PROPUESTA DE LA SRA. CONCEJAL DELEGADA DE 

URBANISMO, EN RELACIÓN CON EXPEDIENTES DE 
INFRACCIÓN URBANÍSTICA. 

 
 
 
3.1.- Número 33/2017 – 5429/2017 para declarar la caducidad del 

expediente y remitirlo a la titular de la Delegación de 
Urbanismo, para la iniciación de un nuevo procedimiento. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 33/2017, 
incoado a D. Juan Manuel Moreno Núñez, con DNI 31.319.110-X, por obras o 
instalaciones sin licencia, consistente en instalación de dos contenedores de 
uno de color verde  de  10 por 2,5 m2 y otro de color azul de 5 por 2,5 m2, no 
obstante actualmente sólo existe el contenedor verde citado en primer lugar,  
en la parcela 142  del polígono 18 del catastro, de acuerdo al informe del 
Técnico de Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández de 
fecha 28/01/20, que a continuación se transcribe:   
  
 “En relación al expediente incoado a D. Juan Manuel Moreno 
Núñez (31319110X), por la realización de actos urbanísticos  sin licencia, 
consistente en instalación de dos contenedores de uno de color verde  de  10 
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por 2,5 m2 y otro de color azul de 5 por 2,5 m2, no obstante actualmente sólo 
existe el contenedor verde citado en primer lugar,  en la parcela 142  del 
polígono 18 del catastro,  (Rfc.  11030 A18001420000 FH), se emite  el 
siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley del Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/15 de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen Local 
7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y el 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento 
del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
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resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
 
 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
 
 Tercero: 1.- De conformidad al art.  182.5  de la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de 
notificarse la resolución expresa del procedimiento de restablecimiento del 
orden jurídico perturbado, será de un año a contar desde la fecha del acuerdo 
de iniciación.  
 
 Dado que la resolución de inicio está fechada el 25-01-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 25-01-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015). 
 
 No obstante, lo anteriormente mencionado de acuerdo al art. 
185. 1 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de 
Andalucía.  
   
 “Las medidas, cautelares o definitivas, de protección de la 
legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado 
previstas en este capítulo sólo podrán adoptarse válidamente mientras los 
actos estén en curso de ejecución, realización o desarrollo y dentro de los seis 
años siguientes a su completa terminación.” 
 
  Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
 
 Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
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declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
 
 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
   Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado, de acuerdo al Decreto de 
Delegación del Sr. Alcalde en la Junta de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, 
este órgano de gobierno municipal  es el  competente para declarar la 
caducidad.  
 
         Séptimo: De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018,  la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción”. 
  
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
de restauración del orden jurídico perturbado nº 33/2017 incoado a D. Juan 
Manuel Moreno Núñez (31319110X), y la incoación de un nuevo procedimiento, 
dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde la finalización de las 
obras (denuncia de fecha 22-03-2017), conservándose aquellos actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin perjuicio de nuevas 
alegaciones que se pueden presentar, la proposición de prueba y audiencia  a 
las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la normativa mencionada.”  
 
  En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
-  Declarar la caducidad del procedimiento de restauración del 
orden jurídico perturbado  nº 33/2017 incoado a D. Juan Manuel Moreno 
Núñez (31319110X). 
 
-  Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde 
la finalización de las obras  (denuncia de fecha 22-03-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar,  la  proposición de 
prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”” 
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 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.2.- Número 59/2017 – 7387/2017 para declarar la caducidad del 

expediente y remitirlo a la titular de la Delegación de 
Urbanismo, para la iniciación de un nuevo procedimiento. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 59/2017, 
incoado a D. Luis Farace con NIE X-4602058-B, por obras o instalaciones sin 
licencia, consistente en reparación y ampliación de fosa séptica, en parcela 
9029, polígono 11 del catastro, de acuerdo al informe del Técnico de Gestión 
de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández de fecha 30/01/20, que 
a continuación se transcribe:   
  
   “En relación al expediente incoado a D. Luis Farace 
(X4602058B),  por la realización de actos urbanísticos  sin licencia, 
consistente en reparación y ampliación de fosa séptica, en la parcela 9029 del 
polígono 11  del catastro,  (Rfc.  000404200 QA 35 G0001 GF), se emite  el 
siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley del Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/15 de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen Local 
7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y el 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
 
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
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casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento 
del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
 
 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
 
 Tercero: 1.- De conformidad al art.  182.5  de la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de 
notificarse la resolución expresa del procedimiento de restablecimiento del 
orden jurídico perturbado, será de un año a contar desde la fecha del acuerdo 
de iniciación.  
 
 Dado que la resolución de inicio está fechada el 05-02-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 02-05-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015). 
 
 No obstante, lo anteriormente mencionado de acuerdo al art. 
185. 1 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de 
Andalucía.  
 
 “Las medidas, cautelares o definitivas, de protección de la 
legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado 
previstas en este capítulo sólo podrán adoptarse válidamente mientras los 
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actos estén en curso de ejecución, realización o desarrollo y dentro de los seis 
años siguientes a su completa terminación.” 
 
 Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
 
 Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
 
 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
         Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado, de acuerdo al Decreto de 
Delegación del Sr. Alcalde en la Junta de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, 
este órgano de gobierno municipal  es el  competente para declarar la 
caducidad.  
 
         Séptimo: De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018,  la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción.” 
 
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
de restauración del orden jurídico perturbado  nº 59/2017 incoado a  D. Luis 
Farace (X4602058B),   y  la incoación de un nuevo procedimiento,    dado que 
no ha transcurrido el plazo de seis años desde la finalización de las obras  
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(denuncia de fecha 30-03-2017), conservándose aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin perjuicio de nuevas 
alegaciones que se pueden presentar,  la  proposición de prueba y audiencia  a 
las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la normativa mencionada.  
 
 En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
- Declarar la caducidad del procedimiento de restauración del 
orden jurídico perturbado  nº 59/2017 incoado a D. Luis Farace (X4602058B). 
- Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde 
la finalización de las obras  (denuncia de fecha 30-03-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar, la proposición de 
prueba y audiencia a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.3.- Número 65/2017 – 8013/2017 para declarar la caducidad del 

expediente y remitirlo a la titular de la Delegación de 
Urbanismo, para la iniciación de un nuevo procedimiento. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 65/2017, 
incoado a  D. Jesús De la Herrán Noriega, con DNI 31.216.088-M, por obras o 
instalaciones sin licencia, consistente en construcción de edificación de 
bloques de cemento de 35 m2 e instalación de caravana fija de 10 m2, en la 
parcela 176  del polígono 11 del catastro, de acuerdo al informe del Técnico de 
Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández de fecha 
27/01/20, que a continuación se transcribe:   
  
 “En relación al expediente incoado a D. Jesús de la Herrán 
Noriega  (31216088M),  por la realización de actos urbanísticos  sin licencia, 
consistente en construcción de edificación de bloques de cemento de 35 m2 e 
instalación de caravana fija de 10 m2,   en la parcela 176  del polígono 11 del 
catastro,   se emite  el siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley del Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/15 de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen Local 
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7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y el 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
 
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento 
del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
 
 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
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 Tercero: 1.- De conformidad al art.  182.5  de la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de 
notificarse la resolución expresa del procedimiento de restablecimiento del 
orden jurídico perturbado, será de un año a contar desde la fecha del acuerdo 
de iniciación.  
 
 Dado que la resolución de inicio está fechada el 03-05-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 03-05-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015). 
 
 No obstante, lo anteriormente mencionado de acuerdo al art. 
185. 1 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de 
Andalucía.  
   
 “Las medidas, cautelares o definitivas, de protección de la 
legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado 
previstas en este capítulo sólo podrán adoptarse válidamente mientras los 
actos estén en curso de ejecución, realización o desarrollo y dentro de los seis 
años siguientes a su completa terminación.” 
 
  Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
 
     Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
 
 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
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únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
         Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado, de acuerdo al Decreto de 
Delegación del Sr. Alcalde en la Junta de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, 
este órgano de gobierno municipal  es el  competente para declarar la 
caducidad.  
 
         Séptimo: De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018,  la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción”. 
  
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
de restauración del orden jurídico perturbado nº 65/2017 incoado a D. Jesús 
de la Herrán Noriega  (31216088M), y  la incoación de un nuevo procedimiento, 
dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde la finalización de las 
obras  (denuncia de fecha 07-04-2017), conservándose aquellos actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin perjuicio de nuevas 
alegaciones que se pueden presentar,  la  proposición de prueba y audiencia  a 
las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la normativa mencionada.“ 
 
  En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
-  Declarar la caducidad del procedimiento de restauración del 
orden jurídico perturbado nº 65/2017 incoado a D. Jesús de la Herrán Noriega  
(31216088M). 
 
- Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde 
la finalización de las obras  (denuncia de fecha 07-04-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar,  la  proposición de 
prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.4.- Número 68/2017 – 8216/2017 para declarar la caducidad del 

expediente y remitirlo a la titular de la Delegación de 
Urbanismo, para la iniciación de un nuevo procedimiento. 
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 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 11 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 68/2017, 
incoado a Dª.  Rosa Izquierdo González, con DNI 75.780.048-Q, por obras o 
instalaciones sin licencia, consistente en instalación de módulo de chapas de 8 
m2 y colocación de casa prefabricada de 17,5 m2, en la parcela 257  del 
polígono 11 del catastro, de acuerdo al informe del Técnico de Gestión de 
Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández de fecha 11/03/20, que a 
continuación se transcribe:   
  
   “En relación al expediente incoado a Doña Rosa Izquierdo 
González (75780048Q),  por la realización de actos urbanísticos  sin licencia, 
consistente en instalación de módulo de chapas de 8 m2 y colocación de casa 
prefabricada de 17,5 m2, en la parcela 257  del polígono 11 del catastro, se 
emite  el siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley del Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/15 de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen Local 
7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y el 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
 
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas 39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
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de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento 
del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
 
 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
 
 Tercero: 1.- De conformidad al art.  182.5  de la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de 
notificarse la resolución expresa del procedimiento de restablecimiento del 
orden jurídico perturbado, será de un año a contar desde la fecha del acuerdo 
de iniciación.  
 
 Dado que la resolución de inicio está fechada el 14-05-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 14-05-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015). 
 
 No obstante, lo anteriormente mencionado de acuerdo al art. 
185. 1 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de 
Andalucía.  
 
 “Las medidas, cautelares o definitivas, de protección de la 
legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado 
previstas en este capítulo sólo podrán adoptarse válidamente mientras los 
actos estén en curso de ejecución, realización o desarrollo y dentro de los seis 
años siguientes a su completa terminación.” 
 
 Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
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renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
 
 Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
 
 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
         Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado, de acuerdo al Decreto de 
Delegación del Sr. Alcalde en la Junta de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, 
este órgano de gobierno municipal  es el  competente para declarar la 
caducidad.  
 
         Séptimo: De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018,  la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción.” 
 
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
de restauración del orden jurídico perturbado nº 68/2017 incoado a Doña 
Rosa Izquierdo González (75780048Q), y la incoación de un nuevo 
procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde la 
finalización de las obras  (denuncia de fecha 14-04-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar, la proposición de 
prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”  
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  En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
- Declarar la caducidad del procedimiento de restauración del 
orden jurídico perturbado  nº 68/2017 incoado a Dª. Rosa Izquierdo González 
(75780048Q). 
 
- Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde 
la finalización de las obras  (denuncia de fecha 14-04-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar, la proposición de 
prueba y audiencia a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.5.- Número 69/2017 – 8211/2017 para declarar la caducidad del 

expediente y remitirlo a la titular de la Delegación de 
Urbanismo, para la iniciación de un nuevo procedimiento. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 69/2017, 
incoado a D.  Juan Manuel Borrego Arana, con DNI 31.637.767-W, por obras o 
instalaciones sin licencia, consistente en instalación de módulo de chapa 
sándwich  sobre correa de hormigón de 27 m2, estructura de aluminio  para 
toldo 27 m2, cuarto de fábrica de bloques de 4,48  m2 y casetilla para 
generador eléctrico,  en la parcela 176  del polígono 11 del catastro, de acuerdo 
al informe del Técnico de Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García 
Fernández de fecha 30/01/20, que a continuación se transcribe:   
  
   “En relación al expediente incoado a D. Juan Manuel Borrego 
Arana (31637767W),  por la realización de actos urbanísticos  sin licencia, 
consistente en instalación de módulo de chapa sándwich  sobre correa de 
hormigón de 27 m2, estructura de aluminio  para toldo 27 m2, cuarto de 
fábrica de bloques de 4,48 m2 y casetilla para generador eléctrico,  en la 
parcela 176  del polígono 11 del catastro, se emite  el siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley del Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/15 de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen Local 
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7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y el 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
 
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento 
del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
 
 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
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 Tercero: 1.- De conformidad al art.  182.5  de la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de 
notificarse la resolución expresa del procedimiento de restablecimiento del 
orden jurídico perturbado, será de un año a contar desde la fecha del acuerdo 
de iniciación.  
 
 Dado que la resolución de inicio está fechada el 10-04-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 10-04-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015). 
 
 No obstante, lo anteriormente mencionado de acuerdo al art. 
185. 1 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de 
Andalucía.  
 
 “Las medidas, cautelares o definitivas, de protección de la 
legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado 
previstas en este capítulo sólo podrán adoptarse válidamente mientras los 
actos estén en curso de ejecución, realización o desarrollo y dentro de los seis 
años siguientes a su completa terminación.” 
 
 Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
 
     Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
 
 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
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únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
         Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado, de acuerdo al Decreto de 
Delegación del Sr. Alcalde en la Junta de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, 
este órgano de gobierno municipal  es el  competente para declarar la 
caducidad.  
 
         Séptimo: De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018,  la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción.” 
 
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
de restauración del orden jurídico perturbado nº 69/2017 incoado a D. Juan 
Manuel Borrego Arana (31637767W), y la incoación de un nuevo 
procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde la 
finalización de las obras  (denuncia de fecha 12-04-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar,  la  proposición de 
prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.“ 
 
  En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
-  Declarar la caducidad del procedimiento de restauración del 
orden jurídico perturbado nº 69/2017 incoado a D. Juan Manuel Borrego 
Arana (31637767W). 
 
- Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde 
la finalización de las obras  (denuncia de fecha 12-04-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar,  la  proposición de 
prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
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3.6.- Número 70/2017 – 8213/2017 para declarar la caducidad del 

expediente y remitirlo a la titular de la Delegación de 
Urbanismo, para la iniciación de un nuevo procedimiento. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 70/2017, 
incoado a D.  Francisco Javier Borrego Arana, con DNI 31.641.004-L, por obras 
o instalaciones sin licencia, consistente en instalación de módulo de chapa 
sándwich  sobre correa de hormigón de 27 m2, estructura de aluminio  para 
toldo 27 m2, cuarto de fábrica de bloques de 6 m2 y casetilla para generador 
eléctrico,  en la parcela 176  del polígono 11 del catastro, de acuerdo al informe 
del Técnico de Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández 
de fecha 30/01/20, que a continuación se transcribe:   
  
   “En relación al expediente incoado a D. Francisco Javier Borrego 
Arana (31641004L),  por la realización de actos urbanísticos  sin licencia, 
consistente en instalación de módulo de chapa sándwich  sobre correa de 
hormigón de 27 m2, estructura de aluminio  para toldo 27 m2, cuarto de 
fábrica de bloques de 6 m2 y casetilla para generador eléctrico,  en la parcela 
176  del polígono 11 del catastro, se emite  el siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley del Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/15 de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen Local 
7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y el 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
 
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 



28 
 CG200313 

 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento 
del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
 
 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
 
 Tercero: 1.- De conformidad al art.  182.5  de la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de 
notificarse la resolución expresa del procedimiento de restablecimiento del 
orden jurídico perturbado, será de un año a contar desde la fecha del acuerdo 
de iniciación.  
 
 Dado que la resolución de inicio está fechada el 09-04-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 09-04-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015). 
 
 No obstante, lo anteriormente mencionado de acuerdo al art. 
185. 1 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de 
Andalucía.  
 
 “Las medidas, cautelares o definitivas, de protección de la 
legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado 
previstas en este capítulo sólo podrán adoptarse válidamente mientras los 
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actos estén en curso de ejecución, realización o desarrollo y dentro de los seis 
años siguientes a su completa terminación.” 
 
 Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
  
     Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
 
 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
         Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado, de acuerdo al Decreto de 
Delegación del Sr. Alcalde en la Junta de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, 
este órgano de gobierno municipal  es el  competente para declarar la 
caducidad.  
 
         Séptimo: De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018,  la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción.” 
 
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
de restauración del orden jurídico perturbado  nº 70/2017 incoado a D. 
Francisco Javier Borrego Arana (31641004L), y  la incoación de un nuevo 
procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde la 
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finalización de las obras  (denuncia de fecha 21-04-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar,  la  proposición de 
prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”  
 
  En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
- Declarar la caducidad del procedimiento de restauración del 
orden jurídico perturbado  nº 70/2017 incoado a D. Francisco Javier Borrego 
Arana (31641004L). 
 
- Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde 
la finalización de las obras  (denuncia de fecha 21-04-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar,  la  proposición de 
prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.7.- Número 73/2017 – 8836/2017 para declarar la caducidad del 

expediente y remitirlo a la titular de la Delegación de 
Urbanismo, para la iniciación de un nuevo procedimiento. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 73/2017, 
incoado a D.  Gonzalo Borrego Arana, con DNI 31.621.493-N, por obras o 
instalaciones sin licencia, consistente en instalación de sombrajo con perfilería 
de hierro  y techo de chapa,  así como  caseta para generador eléctrico,  en la 
parcela 176  del polígono 11 del catastro, de acuerdo al informe del Técnico de 
Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández de fecha 
30/01/20, que a continuación se transcribe:   
  
   “En relación al expediente incoado a D. Gonzalo Borrego Arana 
(31621493N),  por la realización de actos urbanísticos  sin licencia, consistente 
en instalación de sombrajo con perfilería de hierro  y techo de chapa,  así 
como  caseta para generador eléctrico,  en la parcela 176  del polígono 11 del 
catastro (RC 11030 A01100176), se emite el siguiente informe:    
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 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley del Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/15 de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen Local 
7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y el 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
 
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento 
del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
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 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
 
 Tercero: 1.- De conformidad al art.  182.5  de la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de 
notificarse la resolución expresa del procedimiento de restablecimiento del 
orden jurídico perturbado, será de un año a contar desde la fecha del acuerdo 
de iniciación.  
 
 Dado que la resolución de inicio está fechada el 09-04-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 09-04-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015). 
 
 No obstante, lo anteriormente mencionado de acuerdo al art. 
185. 1 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de 
Andalucía.  
 
 “Las medidas, cautelares o definitivas, de protección de la 
legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado 
previstas en este capítulo sólo podrán adoptarse válidamente mientras los 
actos estén en curso de ejecución, realización o desarrollo y dentro de los seis 
años siguientes a su completa terminación.” 
 
 Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
 
 Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
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 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
         Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado, de acuerdo al Decreto de 
Delegación del Sr. Alcalde en la Junta de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, 
este órgano de gobierno municipal  es el  competente para declarar la 
caducidad.  
 
         Séptimo: De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018,  la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción.” 
 
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
de restauración del orden jurídico perturbado  nº 73/2017 incoado a D. 
Gonzalo Borrego Arana (31621493N), y la incoación de un nuevo 
procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde la 
finalización de las obras  (denuncia de fecha 21-04-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar, la proposición de 
prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”  
 
  En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
-  Declarar la caducidad del procedimiento de restauración del 
orden jurídico perturbado  nº 73/2017 incoado a D. Gonzalo Borrego Arana 
(31621493N). 
 
- Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde 
la finalización de las obras  (denuncia de fecha 21-04-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar, la proposición de 
prueba y audiencia a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
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3.8.- Número 79/2017 – 9600/2017 para declarar la caducidad del 

expediente y remitirlo a la titular de la Delegación de 
Urbanismo, para la iniciación de un nuevo procedimiento. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 79/2017, 
incoado a D. Manuel Velázquez Clavijo, con DNI 28.280.119-D, por obras o 
instalaciones sin licencia, consistente en techado de pérgola en la terraza de 
la vivienda, sita en Avda. Reina Sofía nº 9 escalera 2 casa 42, de acuerdo al 
informe del Técnico de Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García 
Fernández de fecha 14/03/19, que a continuación se transcribe:   
 
 “En relación al expediente incoado a D. Manuel Velázquez Clavijo 
(28.280.119D),  por la realización de actos urbanísticos  sin licencia, 
consistente en techado de pérgola en la terraza de la vivienda, sita en Avda. 
Reina Sofía nº 9 escalera 2 casa 42,  se emite  el siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley del Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/15 de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen Local 
7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y el 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
 
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
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cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento 
del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
 
 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
 
 Tercero: 1.- De conformidad al art.  182.5  de la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de 
notificarse la resolución expresa del procedimiento de restablecimiento del 
orden jurídico perturbado, será de un año a contar desde la fecha del acuerdo 
de iniciación.  
 
 Dado que la resolución de inicio está fechada el 21-05-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 21-05-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015). 
 
 No obstante, lo anteriormente mencionado de acuerdo al art. 
185. 1 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de 
Andalucía.  
   
 “Las medidas, cautelares o definitivas, de protección de la 
legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado 
previstas en este capítulo sólo podrán adoptarse válidamente mientras los 
actos estén en curso de ejecución, realización o desarrollo y dentro de los seis 
años siguientes a su completa terminación.” 
 



36 
 CG200313 

 
  Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
 
     Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
 
 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
         Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado, de acuerdo al Decreto de 
Delegación del Sr. Alcalde en la Junta de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, 
este órgano de gobierno municipal  es el  competente para declarar la 
caducidad.  
 
         Séptimo: De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018,  la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción”. 
  
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
de restauración del orden jurídico perturbado nº 79/2017 incoado a D. Manuel 
Velázquez Clavijo (28.280.119D), y la incoación de un nuevo procedimiento, 
dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde la finalización de las 
obras  (denuncia de fecha 03-05-2017), conservándose aquellos actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin perjuicio de nuevas 
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alegaciones que se pueden presentar,  la  proposición de prueba y audiencia  a 
las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la normativa mencionada.”  
 
 En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
- Declarar la caducidad del procedimiento de restauración del 
orden jurídico perturbado nº 79/2017 incoado a D. Manuel Velázquez Clavijo 
(28.280.119D). 
 
- Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde 
la finalización de las obras  (denuncia de fecha 03-05-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar,  la  proposición de 
prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.9.- Número 105/2017 Sancionador – 10315/2018 para declarar la 

caducidad del expediente y remitirlo a la titular de la 
Delegación de Urbanismo, para la iniciación de un nuevo 
procedimiento. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 105/2017 
Sancionador, incoado a Dª. Rocío Narros Giménez, con DNI 45.656.035-T, por 
obras o instalaciones sin licencia, consistente en ampliación de vivienda en 
terraza ático de 19,56 m2, en vivienda sita en Vicente Aleixandre nº 8-B, de 
acuerdo al informe del Técnico de Gestión de Disciplina Urbanística, D. 
Antonio García Fernández de fecha 29/01/20, que a continuación se 
transcribe:   
  
 “En relación al expediente sancionador expediente sancionador a 
Dª. Rocío Narros Giménez (45.656.035T), por la realización de actos 
urbanísticos  sin licencia, consistente en ampliación de vivienda en terraza 
ático de 19,56 m2, en vivienda sita en Vicente Aleixandre nº 8-B,   se emite el 
siguiente informe:  
 
     Primero.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística 
de Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley de Procedimiento Administrativo 
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Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, Ley de 
Bases de Régimen Local 7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación 
Urbana de 1995 y el Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
 
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del 
plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
 
 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
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 Tercero: 1.- De conformidad al art.  196 de la Ley de Ordenación 
Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de notificarse la 
resolución expresa del procedimiento sancionador, será de un año a contar 
desde la fecha del acuerdo de iniciación.  
 
 Dado que la resolución de inicio está fechada el  06-06-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 06-06-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Asimismo, de conformidad  al art. 211 de la L.O.U.A., las 
infracciones graves prescriben a los cuatro  años,  comenzando a computarse 
desde que la infracción se haya cometido.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015).   
 
  Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
  
     Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
 
 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
         Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento 
sancionador, de acuerdo al Decreto de Delegación del Sr. Alcalde en la Junta 
de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, este órgano de gobierno municipal  es 
el  competente para declarar la caducidad.  
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         Séptimo:  De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018, la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción.” 
 
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
nº 105/2017 Sancionador  incoado a Dª Rocío Narros Giménez (45.656.035T), 
la incoación de un nuevo procedimiento sancionador, dado que tratándose de 
infracción grave no se producido la prescripción de la misma (denuncia de 
fecha 30-07-2017), conservándose aquellos actos y trámites cuyo contenido 
se hubiera mantenido igual, sin perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden 
presentar,  la  proposición de prueba y audiencia  a las que tiene derecho el 
interesado de acuerdo a la normativa mencionada.”  
 
  En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
- Declarar la caducidad del procedimiento nº 105/2017 
Sancionador  incoado a Dª Rocío Narros Giménez (45.656.035-T). 
 
- Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento sancionador,  dado que tratándose de infracción grave  
no se producido la prescripción de la misma (denuncia de fecha 30-07-2017), 
conservándose aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera 
mantenido igual, sin perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar, 
la  proposición de prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de 
acuerdo a la normativa mencionada.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.10.- Número 110/2017 – 15315/2017 para declarar la caducidad del 

expediente y remitirlo a la titular de la Delegación de 
Urbanismo, para la iniciación de un nuevo procedimiento. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 110/2017, 
incoado a Dª. Mª Isabel Gutiérrez Márquez, con DNI 52.318.922-V, por obras o 
instalaciones sin licencia, consistente en recrecido de valla frontal de entrada 
a finca, así como aplacado de piedra natural, en la parcela 103 del polígono 16 
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45del catastro, de acuerdo al informe del Técnico de Gestión de Disciplina 
Urbanística, D. Antonio García Fernández de fecha 24/01/20, que a 
continuación se transcribe:   
  
   “En relación al expediente incoado a Dª María Isabel Gutiérrez 
Márquez  (52.318.922-V), por la realización de actos urbanísticos  sin licencia, 
consistente en recrecido de valla frontal de entrada a finca, así como aplacado 
de piedra natural, en la parcela 103 del polígono 16 del catastro, se emite  el 
siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley del Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/15 de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen Local 
7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y el 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
 
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento 
del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
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jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
 
 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
 
 Tercero: 1.- De conformidad al art.  182.5  de la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de 
notificarse la resolución expresa del procedimiento de restablecimiento del 
orden jurídico perturbado, será de un año a contar desde la fecha del acuerdo 
de iniciación.  
 
 Dado que la resolución de inicio está fechada el  15-06-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 15-06-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015). 
 
 No obstante, lo anteriormente mencionado de acuerdo al art. 
185. 1 de la Ley 7/2002 de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de 
Andalucía.  
   
 “Las medidas, cautelares o definitivas, de protección de la 
legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado 
previstas en este capítulo sólo podrán adoptarse válidamente mientras los 
actos estén en curso de ejecución, realización o desarrollo y dentro de los seis 
años siguientes a su completa terminación.” 
 
  Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
 
     Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
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a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
 
 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
         Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado, de acuerdo al Decreto de 
Delegación del Sr. Alcalde en la Junta de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, 
este órgano de gobierno municipal  es el  competente para declarar la 
caducidad.  
 
        Séptimo: De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018, la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción”. 
  
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
de restauración del orden jurídico perturbado  nº 110/2017    incoado a Dª 
María Isabel Gutiérrez Márquez  (52.318.922-V)  y  la incoación de un nuevo 
procedimiento,    dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde la 
finalización de las obras  (denuncia de fecha 15-07-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar,  la  proposición de 
prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”  
     
  En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
-  Declarar la caducidad del procedimiento de restauración del 
orden jurídico perturbado  nº 110/2017 incoado a Dª María Isabel Gutiérrez 
Márquez (52.318.922-V). 
 
- Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento,    dado que no ha transcurrido el plazo de seis años 
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desde la finalización de las obras  (denuncia de fecha 15-07-2017), 
conservándose aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera 
mantenido igual, sin perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar,  
la  proposición de prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de 
acuerdo a la normativa mencionada.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.11.- Número 121/2017 – 16079/2017 para declarar la caducidad del 

expediente y remitirlo a la titular de la Delegación de 
Urbanismo, para la iniciación de un nuevo procedimiento. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 121/2017, 
incoado a Dª. Rosa Astorga Córdoba, con DNI 31.666.638-P, por obras o 
instalaciones sin licencia, consistente en instalación de pérgola de madera 
descubierta  de 2,5 m por 3 m por 2,5 m, en  la parcela 9036 del polígono 11 
del catastro (Pago Aguadulce), de acuerdo al informe del Técnico de Gestión 
de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández de fecha 27/01/20, que 
a continuación se transcribe:   
  
 “En relación al expediente incoado a Doña Rosa Astorga Córdoba  
(31.666.638-P),  por la realización de actos urbanísticos  sin licencia, 
consistente en instalación de pérgola de madera descubierta  de 2,5 m por 3 
m por 2,5 m, en  la parcela 9036 del polígono 11 del catastro (Pago Aguadulce), 
se emite  el siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley del Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/15 de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen Local 
7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y el 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
 
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
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declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento 
del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
 
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
 
 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
 
 Tercero: 1.- De conformidad al art.  182.5  de la Ley de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de 
notificarse la resolución expresa del procedimiento de restablecimiento del 
orden jurídico perturbado, será de un año a contar desde la fecha del acuerdo 
de iniciación.  
 
 Dado que la resolución de inicio está fechada el 11-06-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 11-06-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015). 
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No obstante, lo anteriormente mencionado de acuerdo al art. 185. 1 de la Ley 
7/2002 de 17 de diciembre de Ordenación Urbanística de Andalucía.  
   
 “Las medidas, cautelares o definitivas, de protección de la 
legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado 
previstas en este capítulo sólo podrán adoptarse válidamente mientras los 
actos estén en curso de ejecución, realización o desarrollo y dentro de los seis 
años siguientes a su completa terminación.” 
 
  Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
 
 Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
 
 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
         Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento de 
restablecimiento del orden jurídico perturbado, de acuerdo al Decreto de 
Delegación del Sr. Alcalde en la Junta de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, 
este órgano de gobierno municipal  es el  competente para declarar la 
caducidad.  
 
         Séptimo: De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018,  la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
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cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción”. 
  
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
de restauración del orden jurídico perturbado  nº 121/2017 incoado a Dª Rosa 
Astorga Córdoba  (31.666.638-P), y la incoación de un nuevo procedimiento, 
dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde la finalización de las 
obras (denuncia de fecha 26-07-2017), conservándose aquellos actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin perjuicio de nuevas 
alegaciones que se pueden presentar, la proposición de prueba y audiencia  a 
las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la normativa mencionada.”  
 
  En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
-  Declarar la caducidad del procedimiento de restauración del 
orden jurídico perturbado  nº 121/2017 incoado a Dª Rosa Astorga Córdoba  
(31.666.638-P).  
 
- Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento, dado que no ha transcurrido el plazo de seis años desde 
la finalización de las obras (denuncia de fecha 26-07-2017), conservándose 
aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual, sin 
perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar, la proposición de 
prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de acuerdo a la 
normativa mencionada.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.12.- Número 150/2017 Sancionador – 9105/2018 para declarar la 

caducidad del expediente y remitirlo a la titular de la 
Delegación de Urbanismo, para la iniciación de un nuevo 
procedimiento. 

 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 150/2017 
Sancionador, incoado a D.  Pedro Arrogante Higuera, con DNI 38.090.083-F, 
por obras o instalaciones sin licencia, consistente en instalación de estructura 
de madera sobre forjado, en edificación sita en  la parcela 10 del polígono 11 
del catastro (Pago de Aguadulce), de acuerdo al informe del Técnico de 
Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández de fecha 
29/01/20, que a continuación se transcribe:   
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   “En relación al expediente sancionador expediente sancionador 
incoado a D. Pedro Arrogante Higuera  (38.090.083-F), por la realización de 
actos urbanísticos  sin licencia, consistente en instalación de estructura de 
madera sobre forjado, en edificación sita en  la parcela 10 del polígono 11 del 
catastro (Pago de Aguadulce), se emite el siguiente informe:  
 
     Primero.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística 
de Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre,  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre,  Ley de Bases de Régimen Local 7/85 de 2 de abril,  el Plan General 
de Ordenación Urbana de 1995 y el Reglamento de Disciplina Urbanística de 
Andalucía.  
 Segundo.- A la caducidad  del procedimiento se refiere entre 
otros  el art.  95 de la  Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, que dice “1. En los 
procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su 
paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, 
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. 
Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades 
necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo 
de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que 
declare la caducidad procederán los recursos pertinentes. 2. No podrá 
acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la 
cumplimentación de trámites, siempre que no sean indispensables para dictar 
resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto que la pérdida de su 
derecho al referido trámite. 3. La caducidad no producirá por sí sola la 
prescripción de las acciones del particular o de la Administración, pero los 
procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los 
casos en los que sea posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no 
haberse producido la prescripción, podrán incorporarse a éste los actos y 
trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido 
la caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán 
cumplimentarse los trámites de alegaciones, proposición de prueba y 
audiencia al interesado. 4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto 
de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente 
sustanciarla para su definición y esclarecimiento.”, y el art. 25 del mismo texto 
legal,   que dice “1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento 
del plazo máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución 
expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 
de resolver, produciendo los siguientes efectos: 
 
a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el 
reconocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situaciones 
jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 
entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 
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b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades 
sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos 
desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En estos casos, la 
resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, 
con los efectos previstos en el artículo 95. 
 
 2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera 
paralizado por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del 
plazo para resolver y notificar la resolución.” 
 
 Tercero: 1.- De conformidad al art.  196 de la Ley de Ordenación 
Urbanística de Andalucía, el plazo máximo en el que debe de notificarse la 
resolución expresa del procedimiento sancionador, será de un año a contar 
desde la fecha del acuerdo de iniciación.  
 Dado que la resolución de inicio está fechada el  21-05-2018,  el 
plazo de  tramitación finalizó el 21-05-2019, incurriendo el procedimiento en 
caducidad.   
 
 Asimismo, de conformidad  al art. 211 de la L.O.U.A., las 
infracciones graves prescriben a los cuatro  años,  comenzando a computarse 
desde que la infracción se haya cometido.   
 
 Los procedimientos caducados de conformidad a la norma 
citada,   no interrumpirán el plazo de prescripción (art. 95 Ley 39/2015).   
 
  Cuarto: De acuerdo al  art.  84  Ley de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de 
octubre, “pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la 
renuncia al derecho en que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no esté 
prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad. 
 
 2. También producirá la terminación del procedimiento la 
imposibilidad material de continuarlo por causas sobrevenidas. La resolución 
que se dicte deberá ser motivada en todo caso.” 
  
     Quinto: En el mismo sentido el art.  21 1 de la Ley 39/2015 
establece que  “La Administración está obligada a dictar resolución expresa y 
a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación. 
 
 En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del 
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición 
sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 
declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de 
los hechos producidos y las normas aplicables. 
 
 Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, 
los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así 
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como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 
únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la 
Administración.  
 
         Sexto: Tratándose de una acto finalizador del procedimiento 
sancionador, de acuerdo al Decreto de Delegación del Sr. Alcalde en la Junta 
de Gobierno Local de fecha 24-06-2019, este órgano de gobierno municipal  es 
el  competente para declarar la caducidad.  
 
         Séptimo:  De conformidad con la reciente STS de fecha 13-02-
2018,  la caducidad es un vicio de nulidad por tanto es aplicable al 
procedimiento en el caso de no haber prescrito la infracción  el art. 51 de la 
Ley 39/2015 de 1 de octubre “El órgano que declare la nulidad o anule las 
actuaciones dispondrá siempre la conservación de aquellos actos y trámites 
cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse cometido la 
infracción.” 
 
         En conclusión procede declarar la caducidad del procedimiento 
nº 150/2017 Sancionador incoado a D. Pedro Arrogante Higuera  (38.090.083-
F), la incoación de un nuevo procedimiento sancionador,  dado que tratándose 
de infracción grave  no se producido la prescripción de la misma (denuncia de 
fecha 04-08-2017), conservándose aquellos actos y trámites cuyo contenido 
se hubiera mantenido igual, sin perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden 
presentar,  la  proposición de prueba y audiencia  a las que tiene derecho el 
interesado de acuerdo a la normativa mencionada. “ 
 
  En base a lo anteriormente expuesto, se propone: 
 
-   Declarar la caducidad del procedimiento nº 150/2017 
Sancionador incoado a D. Pedro Arrogante Higuera (38.090.083-F). 
 
- Remitir dicho procedimiento y la resolución que se adopte a la 
titular de la Delegación de Urbanismo, para que proceda a la incoación de un 
nuevo procedimiento sancionador, dado que tratándose de infracción grave  
no se producido la prescripción de la misma (denuncia de fecha 04-08-2017), 
conservándose aquellos actos y trámites cuyo contenido se hubiera 
mantenido igual, sin perjuicio de nuevas alegaciones que se pueden presentar, 
la  proposición de prueba y audiencia  a las que tiene derecho el interesado de 
acuerdo a la normativa mencionada.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.13.- Número 34/2018 – 3388/2018 para acordar la reposición de 

la realidad física alterada. 
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 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 9 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 34/2018, 
incoado a D.  Lorenzo Niño Martin-Arroyo, con DNI 31.316.348-P, por obras o 
instalaciones sin licencia, consistente en instalación de techo chapa sándwich 
sobre estructura metálica de 2,5 por 5 m2 en patio lateral de vivienda, sita en 
c/ Maestro García Santos nº 4, de acuerdo al informe del Técnico de Gestión 
de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández de fecha 28/01/20, que 
a continuación se transcribe:   
  
 “En relación al expediente incoado a D. Lorenzo Niño Martín-
Arroyo (31316348P), por la realización de actos urbanísticos  sin licencia, 
consistente en  instalación de techo chapa sándwich sobre estructura metálica 
de 2,5 por 5 m2 en patio lateral de vivienda, sita en c/ Maestro García Santos 
nº 4,  se  emite el siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley  Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015   de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen 
Local 7/85 de 2 de abril,  Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.   
 2.- De conformidad al art. 34 del Reglamento de Disciplina 
Urbanística de Andalucía (Decr. 60/10 de 16 de marzo), se ha procedido a la 
formalización de acta de inspección urbanística por actos sujetos a licencia sin 
constancia de su concesión,  según lo establecido en  el art. 8 del citado 
Decreto 60/10 de 16 de marzo.   
 3.- La actuación  se ha realizado en suelo  urbano consolidado 
calificado de ciudad jardín adosada, y se  trata de actuación legalizable, 
debiendo presentarse la autorización del colindante como documentación 
preceptiva previa  (art. 301 3 c del P.G.O.U.).   
 4.- Habiéndose presentado escrito de alegaciones de fecha 12-11-
2019, en el cual el interesado manifiesta de acuerdo al  art. 301.3 b del 
P.G.O.U., que  la construcción objeto del expediente es legalizable,  por cumplir 
la condición  de la citada norma, en cuánto que las  construcciones son  ya 
medianeras.  
  Se ha emitido informe técnico sobre dichas alegaciones de fecha 
23-01-2020, que dice lo siguiente:  ”En relación al escrito presentado el 
pasado día 12 de noviembre de 2019 (nº Registro 2019-E-RE-4668), el Técnico 
que suscribe ha examinado el expediente de infracción urbanística abierto por 
la instalación, sin licencia, de un techo de chapa sándwich de 
aproximadamente 2,5 x 5 m, sobre estructura metálica, adosado a los linderos 
trasero y lateral izquierdo de la vivienda sita en el nº 4 (1 según Catastro) de la 
calle Maestro García Santos. 
 
 En dicho expediente consta informe del Arquitecto Técnico 
Municipal de fecha 28 de septiembre de 2018, en el que se concluye que “para 
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poder legalizar este techo de panel sándwich (uso aparcamiento-garaje) debe 
presentarse el acuerdo del vecino (art. 301.3.c)”. 
 
 En el escrito de 12 de noviembre de 2019 se expone que se 
presenta documentación y se hace constar que “que según el Plan General 
para Ciudad Jardín Aislada las viviendas se podrán adosar a las medianeras 
cuando este enclavada en una estructura parcelaria en la que una o dos 
construcciones colindantes sean ya medianeras. Tal y como se refleja en las 
fotos todas las viviendas están adosadas por lo que no procede este 
expediente de infracción”. En relación a la documentación que se dice que se 
aporta y a las fotos a las que se hace referencia en dicho escrito, en la 
consulta del expediente se comprueba que en el mismo tan solo obran dos 
fotografías, no identificadas, de construcciones adosadas a medianeras que 
parecen pertenecer a viviendas situadas en la misma calle que la denunciada. 
 
 En primer lugar, conviene aclarar que no se trata de Ciudad 
Jardín Aislada como se dice en este escrito, sino de Ciudad Jardín Adosada 
como se dice en el informe técnico de 28 de septiembre. Entrando en el fondo 
del contenido de la alegación presentada no puede admitirse que se trata de 
“una estructura parcelaría en la que una o las dos construcciones colindantes 
sean ya medianeras”. En el proyecto al que se concedió licencia esta vivienda 
y la trasera están adosadas entre sí en un tramo del lindero trasero, pero 
dejan libre, sin adosamiento de ningún tipo de construcción, el tramo del 
lindero trasero al que ahora se ha adosado la cubierta denunciada, y el lindero 
lateral izquierdo al que también se adosa dicha cubierta. La construcción 
existente en la parcela colindante a la izquierda también está separada del 
lindero común que comparte con la vivienda denunciada. Cualquier 
construcción que con posterioridad a la licencia inicial concedida se haya 
adosado a los linderos comunes de alguna de estas parcelas ha requerido para 
su autorización su construcción en proyecto unitario, o la presentación del 
mismo acuerdo de los propietarios que en el informe técnico de 28 de 
septiembre de 2019 se requería para la legalización de la cubierta denunciada. 
Las construcciones que puedan existir adosadas a linderos sin responder a 
alguno de los supuestos anteriores, son construcciones ilegales sobre las que 
deberán adoptarse las medidas que corresponda. 
 
 No habiéndose presentado el acuerdo de los propietarios de las 
parcelas colindantes a los linderos a los que se adosa la cubierta denunciada, 
como se decía en el informe técnico de 28 de septiembre de 2018, dicha 
actuación no puede ser legalizada. 
 
 Es cuanto se puede informar al respecto, y comunico para su 
conocimiento y efectos oportunos, sin perjuicio de otros informes que sean 
preceptivos u opinión de superior criterio.” 
 
  En su virtud, y de acuerdo a dicho informe técnico,  la actuación 
realizada no puede ser legalizada en base al art. 301. 3b del P.G.O.U., por otro 
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lado,  no habiéndose presentado la documentación exigida por el  art. 301 .3c 
del P.G.O.U., la actuación no es legalizable.      
 
 Por lo expuesto, de conformidad al art. 182 y 183  de la L.O.U.A. y 
art. 47 del  Dec 60/2010 de 16 de marzo, procede lo siguiente:  
 
  - La reposición de la realidad física alterada en el plazo máximo 
de dos meses, transcurrido el mismo, se procederá a la ejecución subsidiaria. “  
 
 En base a lo anteriormente expuesto, se propone de conformidad 
al art. 182 y 183  de la L.O.U.A. y art. 47 del  Dec 60/2010 de 16 de marzo, la 
reposición de la realidad física alterada en el plazo máximo de dos meses, 
transcurrido el mismo, se procederá a la ejecución subsidiaria.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.14.- Número 47/2017 – 6542/2017 para la legalización de las 

obras y concesión de licencia. 
 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 10 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 47/2017, 
incoado a Dª. Isabel Partida Carrasco, con D.N.I. 00.244.556-C, por obras o 
instalaciones sin licencia, consistente en  instalación de puerta de aluminio 
lacado de 0´8 x 1´9 m2 y voladizo de 2´53 m2 de superficie consumiendo 
edificabilidad, en C/ Zurbarán, nº 8, de acuerdo al informe del Técnico de 
Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández de fecha 
12/08/19, que a continuación se transcribe:   
  
 “En relación al acuerdo de Junta de Gobierno Local de fecha 19-
07-2019, al punto 3.7, existiendo error aritmético  en el mismo, de 
conformidad  al art. 109 .2 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, de 
Procedimiento Común de las Administraciones Públicas, se emite el presente  
informe para corrección del mencionado error, y en consecuencia:  
 
 Donde dice:  
 
 “En relación al expediente incoado a  Doña Isabel Partida 
Carrasco  (00.244.556C), como responsable de   actos  urbanísticos sin 
licencia,  consistentes en instalación de puerta de aluminio lacado de 0,8 por 
1,9 m2 y voladizo de 2,53 m2 de superficie consumiendo edificabilidad,  en 
vivienda sita en Zurbarán nº 8,  se emite el siguiente informe:    
  



54 
 CG200313 

 
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley  Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015   de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen 
Local 7/85 de 2 de abril,  Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.   
 2.- De conformidad al art. 34 del Reglamento de Disciplina 
Urbanística de Andalucía (Decr. 60/10 de 16 de marzo), se ha procedido a la 
formalización de acta de inspección urbanística por actos sujetos a licencia sin 
constancia de su concesión,  según lo establecido en  el art. 8 del citado 
Decreto 60/10 de 16 de marzo.   
  3.- Dado que se ha aportado al expediente la autorización del 
colindante de calle Goya nº 10,  D. Jorge E. Fajardo Cabello (0040706-X) ,  se 
cumple el art. 301.3  ap C  del P.G.O.U., en el sentido existe acuerdo entre 
vecinos para adosarse a medianeras, en  viviendas sitas en suelo urbano  
consolidado ciudad jardín adosada.   
 
 En consecuencia, y  de acuerdo a los art. 182 y 183 de la ley 
7/2002 de 17 de diciembre L.O.U.A. y art. 47 del Reglamento de Disciplina 
Urbanística de Andalucía (Dec. 60/2010 de 16 de marzo),  procede, la 
legalización de las obras mediante concesión de licencia, debiendo abonar por 
dicho concepto la cantidad de 76,70 euros, de conformidad a las ordenanzas 
fiscales 1,4 y 2.4 y al siguiente desglose ICIO 8,98  € + Tasa 58,89 € TSNU 
115,54 €  + 15 % RT 26,16  €. “ 
 
 Debe decir:  
 
 “En relación al expediente incoado a Doña Isabel Partida 
Carrasco  (00.244.556C), como responsable de actos urbanísticos sin licencia,  
consistentes en instalación de puerta de aluminio lacado de 0,8 por 1,9 m2 y 
voladizo de 2,53 m2 de superficie consumiendo edificabilidad,  en vivienda sita 
en Zurbarán nº 8,  se emite el siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley  Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas  39/2015   de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen 
Local 7/85 de 2 de abril,  Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.   
 2.- De conformidad al art. 34 del Reglamento de Disciplina 
Urbanística de Andalucía (Decr. 60/10 de 16 de marzo), se ha procedido a la 
formalización de acta de inspección urbanística por actos sujetos a licencia sin 
constancia de su concesión,  según lo establecido en  el art. 8 del citado 
Decreto 60/10 de 16 de marzo.   
 3.- Dado que se ha aportado al expediente la autorización del 
colindante de calle Goya nº 10,  D. Jorge E. Fajardo Cabello (0040706-X) ,  se 
cumple el art. 301.3  ap C  del P.G.O.U., en el sentido existe acuerdo entre 
vecinos para adosarse a medianeras, en  viviendas sitas en suelo urbano  
consolidado ciudad jardín adosada.   
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 En consecuencia, y  de acuerdo a los art. 182 y 183 de la ley 
7/2002 de 17 de diciembre L.O.U.A. y art. 47 del Reglamento de Disciplina 
Urbanística de Andalucía (Dec. 60/2010 de 16 de marzo),  procede, la 
legalización de las obras mediante concesión de licencia, debiendo abonar por 
dicho concepto la cantidad de 76,70 euros, de conformidad a las ordenanzas 
fiscales 1,4 y 2.4 y al siguiente desglose ICIO 8,98  € + Tasa 58,89 € + 15 % RT 
8,83  €. “ 
 
 En base a lo anteriormente expuesto, se propone de acuerdo a 
los art. 182 y 183 de la ley 7/2002 de 17 de diciembre L.O.U.A. y art. 47 del 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía (Dec. 60/2010 de 16 de 
marzo), procede, la legalización de las obras mediante concesión de licencia, 
debiendo abonar por dicho concepto la cantidad de 76,70 euros, de 
conformidad a las ordenanzas fiscales 1,4 y 2.4 y al siguiente desglose ICIO 
8,98  € + Tasa 58,89 € + 15 % RT 8,83  €.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.15.- Número 193/2017 – 19016/2017 para la legalización de la 

actuación realizada y concesión de licencia. 
 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 10 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 
193/2017, incoado a Dª. Concepción de la Cerda Pérez, con DNI 28.550.817-C, 
por obras o instalaciones sin licencia, consistente en alicatado de patio 
comunitario, en edificio sito en C/ Toledo, nº 12-14, de acuerdo al informe del 
Técnico de Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández de 
fecha 26/02/20, que a continuación se transcribe:   
  
 “En relación al expediente incoado a Doña Concepción de la 
Cerda, como responsables de actos urbanísticos sin licencia, consistentes en 
alicatado de patio comunitario, en edificio sito en calle Toledo nº 12-14, se 
emite el siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley  Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/2015 de 1 octubre, Ley de Bases de Régimen 
Local 7/85 de 2 de abril, Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.   
 2.- De conformidad al art. 34 del Reglamento de Disciplina 
Urbanística de Andalucía (Decr. 60/10 de 16 de marzo), se ha procedido a la 
formalización de acta de inspección urbanística por actos sujetos a licencia sin 
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constancia de su concesión,  según lo establecido en  el art. 8 del citado 
Decreto 60/10 de 16 de marzo.   
 3.- La actuación  se ha realizado en suelo  urbano consolidado, y 
se  trata de actuación legalizable, dado que se trata de obra menor sin 
incidencia en el planeamiento, habiéndose solicitado la legalización de la 
actuación en escrito de fecha 14-02-2020.  
 
 Por lo expuesto, y  de acuerdo a los art. 182 y 183 de la ley 
7/2002 de 17 de diciembre L.O.U.A. y art. 47 del Reglamento de Disciplina 
Urbanística de Andalucía (Dec. 60/2010 de 16 de marzo),  procede:  
 
 Conceder la legalización de la actuación realizada y por 
consiguiente la licencia urbanística, debiendo abonarse por dicho concepto la  
cantidad de 94,49 euros,  de acuerdo al siguiente desglose:  
 

  
“ 
 En base a lo anteriormente expuesto, se propone conceder la  
legalización de la actuación realizada y por consiguiente la licencia 
urbanística, debiendo abonarse por dicho concepto la  cantidad de 94,49 
euros.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.16.- Número 12/2018 Sancionador – 10396/2018 para la 

imposición de sanción. 
 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 10 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
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 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 12/2018 
Sancionador, incoado a Kis Automatic Sistem, S.L., con CIF B-66.349.523, por 
obras o instalaciones sin licencia, consistente en instalación de máquina de 
lavado en parcela libre de Supermercado DIA, sito en Avda. La Libertad, nº 28, 
de acuerdo al informe del Técnico de Gestión de Disciplina Urbanística, D. 
Antonio García Fernández de fecha 20/02/20, que a continuación se 
transcribe:   
  
 “En relación al expediente sancionador incoado a Kis Automatic 
Sistem SL (B-66349523), por la realización de actos urbanísticos sin licencia, 
consistente en instalación de máquina de lavado, en el parcela libre del 
Supermercado DIA, sito en Avda. la Libertad nº 28,    se emite el siguiente 
informe:  
 
     1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre,  Ley de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre,   Ley de 
Bases de Régimen Local 7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación 
Urbana de 1995 y el Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
   2.- Visto que de acuerdo a los arts 41.5 y 42. 2-3 de la Ley 
39/2015 de 1 de octubre, se considera notificada la propuesta de  resolución 
de  expediente sancionador, y en el plazo concedido al efecto  no  se ha 
presentado alegaciones.   
 
  Por lo expuesto, este instructor en el trámite de procedimiento  
siguiente, eleva a definitiva la citada propuesta de resolución, y en 
consecuencia se propone imponer  a Kis Automatic Sistem SL (B-66349523), 
una sanción de ciento  cincuenta euros (150   euros),  previa reducción del 
75% del  importe que ha correspondido  por tratarse de actuación legalizable, 
como responsable de la infracción urbanística al inicio mencionada,  tipificada 
y sancionada  como leve en los  arts. 207 y 208 de la Ley 7/2002 de 17 
diciembre Ley  Ordenación Urbanística de Andalucía (L.O.U.A.).”    
 
 En base a lo anteriormente expuesto, se propone elevar a 
definitiva la citada propuesta de resolución, y en consecuencia imponer a Kis 
Automatic Sistem SL (B-66349523), una sanción de ciento  cincuenta euros 
(150 euros), previa reducción del 75% del importe que ha correspondido por 
tratarse de actuación legalizable, como responsable de la infracción 
urbanística al inicio mencionada,  tipificada y sancionada  como leve en los  
arts. 207 y 208 de la Ley 7/2002 de 17 diciembre Ley  Ordenación Urbanística 
de Andalucía (L.O.U.A.).”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.17.- Número 117/2018 – 19334/2017 para acordar la reposición de 

la realidad física alterada. 
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 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 10 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 117/2018, 
incoado a D. Eduardo Del Buey Martín, con DNI 45.257.924-L, por obras o 
instalaciones sin licencia, consistente en cerramiento de terraza cubierta 
mediante cierre de aluminio acristalado y solado de jardín,  en Residencial 
Playa del Lar en Avda. Juan Carlos I 8, casa 9 bloque 1, de acuerdo al informe 
del Técnico de Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández 
de fecha 19/02/20, que a continuación se transcribe:   
  
 “En relación al expediente incoado a D. Eduardo del Buey Martín 
(45257924L) como responsable de actos urbanísticos sin licencia, 
consistentes en cerramiento de terraza cubierta mediante cierre de aluminio 
acristalado y solado de jardín, en Residencial Playa del Lar en Avda. Juan 
Carlos I 8, casa 9 bloque 1,  se emite el siguiente informe:    
  
 1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre, Ley de Procedimiento Común de las 
Administraciones Públicas 39/2015 de 1 de octubre, Ley de Bases de Régimen 
Local 7/85 de 2 de abril, Plan General de Ordenación Urbana de 1995 y 
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.   
 2.- De conformidad al art. 34 del Reglamento de Disciplina 
Urbanística de Andalucía (Decr. 60/10 de 16 de marzo), se ha procedido a la 
formalización de acta de inspección urbanística por actos sujetos a licencia sin 
constancia de su concesión,  según lo establecido en  el art. 8 del citado 
Decreto 60/10 de 16 de marzo.   
 3.- La actuación se ha realizado en suelo urbano consolidado, no 
siendo legalizable, por incumplimiento de los requisitos establecidos en el  art. 
218 del P.G.O.U., en el sentido que no se ha presentado estudio de conjunto 
que garantice el resultado homogéneo del edificio, que debe de ser aprobado 
por la comunidad de propietarios que figura en el procedimiento como 
denunciante.  
 4.- De conformidad al art. 47 del Reglamento de Disciplina 
Urbanística de Andalucía,   se ha  concedido   al administrado, un plazo de 
audiencia y vista de quince días (15), poniéndosele de manifiesto el expediente, 
para que pudiese  alegar en  defensa de sus derechos,  habiéndose presentado 
alegaciones en el sentido, que el interesado admite su responsabilidad en la 
infracción y los motivos que le llevaron a realizar las obras denunciadas.    
 
 Por lo expuesto, de conformidad al art. 182 y 183  de la L.O.U.A. y 
arts. 47 y 52.3  del R.D.U.A. Dec 60/2010 de 16 de marzo, procede lo siguiente:  
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  - La reposición de la realidad física alterada en el plazo máximo 
de dos meses, transcurrido el mismo, se procederá a la ejecución subsidiaria.”    
 
 En base a lo anteriormente expuesto, se propone de conformidad 
al art. 182 y 183  de la L.O.U.A. y arts. 47 y 52.3  del R.D.U.A. Dec 60/2010 de 16 
de marzo, la reposición de la realidad física alterada en el plazo máximo de 
dos meses, transcurrido el mismo, se procederá a la ejecución subsidiaria.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.18.- Número 117/2018 Sancionador – 21328/2018 para la 

imposición de sanción. 
 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 10 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 117/2018 
Sancionador, incoado a D. Eduardo Del Buey Martin, con DNI 45.257.924-L, 
por obras o instalaciones sin licencia, consistente en cerramiento de terraza 
cubierta mediante cierre de aluminio acristalado y solado de jardín, en 
Residencial Playa del Lar en Avda. Juan Carlos I 8, casa 9 bloque 1, de acuerdo 
al informe del Técnico de Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García 
Fernández de fecha 19/02/20, que a continuación se transcribe:   
  
 “En relación al expediente incoado a D. Eduardo del Buey Martín 
(45257924L) como responsable de actos urbanísticos sin licencia,  
consistentes en cerramiento de terraza cubierta mediante cierre de aluminio 
acristalado y solado de jardín, en Residencial Playa del Lar en Avda. Juan 
Carlos I 8, casa 9 bloque 1,  se emite el siguiente informe:  
 
     1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre,  Ley de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre,   Ley de 
Bases de Régimen Local 7/85 de 2 de abril, el Plan General de Ordenación 
Urbana de 1995 y el Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
   2.- Visto que notificada  la resolución de iniciación de expediente 
sancionador, en el plazo concedido al efecto  se ha presentado alegaciones, en 
el sentido que se acoge  a la  reducción del 20 % sobre la sanción propuesta, 
establecida en el art. 85 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre de Procedimiento 
Administrativo de las Administraciones Públicas,  reconociendo tanto su 
responsabilidad en la infracción, así como al pago de la sanción propuesta  una 
vez tenga carácter definitivo.    
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  Por lo expuesto, este instructor eleva a definitiva la citada 
propuesta de resolución, con la mencionada reducción del 20% y en 
consecuencia se propone imponer a D. Eduardo del Buey Martín (45257924L), 
una sanción de   mil doscientos once euros con treinta y dos céntimos (1.211,32 
euros), equivalente al 40% de la valoración técnica, como responsable de la 
infracción urbanística al inicio mencionada,  tipificada y sancionada  como 
grave en el  art. 218 de la Ley 7/2002 de 17 diciembre Ley  Ordenación 
Urbanística de Andalucía (L.O.U.A.).”    
 
 En base a lo anteriormente expuesto, se propone elevar a 
definitiva la citada propuesta de resolución, con la mencionada reducción del 
20% y en consecuencia imponer a D. Eduardo del Buey Martín (45257924L), 
una sanción de mil doscientos once euros con treinta y dos céntimos (1.211,32 
euros), equivalente al 40% de la valoración técnica, como responsable de la 
infracción urbanística al inicio mencionada, tipificada y sancionada  como 
grave en el  art. 218 de la Ley 7/2002 de 17 diciembre Ley Ordenación 
Urbanística de Andalucía (L.O.U.A.).”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
3.19.- Número 144/2018 Sancionador – 22839/2018 para la 

imposición de sanción. 
 
 
 Vista la propuesta presentada por la Sra. Concejal Delegada de 
Urbanismo,  Dª Nuria López Flores, de fecha 10 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 “”En relación al expediente de infracción urbanística nº 144/2018 
Sancionador, incoado a Minthra Gestion de Proyectos, S.A.U., con CIF A-
11.075.165, por obras o instalaciones sin licencia, consistente en instalación de 
valla publicitaria de 24 m2, en parcela 7 CM del Proyecto de Reparcelación de 
la Unidad de Ejecución AR2-SUP-R8, de acuerdo al informe del Técnico de 
Gestión de Disciplina Urbanística, D. Antonio García Fernández de fecha 
20/02/20, que a continuación se transcribe:   
  
 “En relación al expediente sancionador incoado a Minthra 
Gestión de Proyectos SAU (A11075165), por la realización de actos 
urbanísticos sin licencia, consistente en instalación de valla publicitaria de 24 
m2, en la parcela 7 CM del Proyecto de Reparcelación de la Unidad de 
Ejecución AR2-SUP-R8,  se emite el siguiente informe:  
 
     1.- Legislación aplicable: Ley de Ordenación Urbanística de 
Andalucía 7/2002 de 17 de diciembre,  Ley de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas  39/2015 de 1 de octubre, Ley de 
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Bases de Régimen Local 7/85 de 2 de abril,  el Plan General de Ordenación 
Urbana de 1995 y el Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía.  
   2.- Visto que notificada la propuesta de resolución de expediente 
sancionador, en el plazo concedido al efecto  no  se ha presentado 
alegaciones.   
 
  Por lo expuesto, este instructor eleva a definitiva la citada 
propuesta de resolución, y en consecuencia se propone imponer a Minthra 
Gestión de Proyectos SAU (A11075165),  una sanción de  trescientos cincuenta 
euros (350 euros), previa reducción del 75% del  importe que ha 
correspondido por tratarse de actuación legalizable,   como responsable de la 
infracción urbanística al inicio mencionada, tipificada y sancionada como leve 
en los arts. 207 y 208 de la Ley 7/2002 de 17 diciembre Ley  Ordenación 
Urbanística de Andalucía (L.O.U.A.).” 
 
 En base a lo anteriormente expuesto, se propone elevar a 
definitiva la citada propuesta de resolución, y en consecuencia imponer a 
Minthra Gestión de Proyectos SAU (A11075165), una sanción de trescientos 
cincuenta euros (350 euros), previa reducción del 75% del importe que ha 
correspondido por tratarse de actuación legalizable, como responsable de la 
infracción urbanística al inicio mencionada, tipificada y sancionada como leve 
en los arts. 207 y 208 de la Ley 7/2002 de 17 diciembre Ley  Ordenación 
Urbanística de Andalucía (L.O.U.A.).”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
PUNTO 4º.- PROPUESTA DEL SR. CONCEJAL DELEGADO DE VIVIENDA 

PARA APROBAR LA CUENTA JUSTIFICATIVA, PRESENTADA 
POR LA COMUNIDAD DE PROPIETARIOS DEL BLOQUE 5 DE 
LA CALLE CRISTÓBAL COLÓN, DE LA SUBVENCIÓN 
CONCEDIDA PARA SUFRAGAR GASTOS DE REDACCIÓN DE 
INFORME DE EVALUACIÓN DE EDIFICIO. 

 
 
 
 Vista la propuesta presentada por el Sr. Concejal Delegado de 
Vivienda,  D. Juan José Marrufo Raffo, de fecha 10 de marzo de 2020, con el 
siguiente contenido: 
 
 ““Teniendo en cuenta que por acuerdo de la Junta de Gobierno 
Local de fecha 13/12/2018, al punto 5º se aprueba la concesión de una 
subvención la Comunidad de Propietarios del Bloque 5 de la Calle Cristóbal 
Colón, con CIF núm. H11502556, para sufragar el 100 % de los gastos de 
redacción de informe de evaluación del edificio, por importe de SETECIENTOS 
UN EUROS CON OCHENTA CÉNTIMOS (701,80 €), con un plazo de ejecución de 
2 meses desde la notificación de la resolución (Del 29/13/2018 al 28/02/2019). 
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 Con fecha 31/01/2019 la subvención por importe de 
SETECIENTOS UN EUROS CON OCHENTA CÉNTIMOS (701,80 €) fue abonada a 
la Comunidad de Propietarios del Bloque 5 de la Calle Cristóbal Colón. 
 
 En fecha 03/05/2019 (R.M.E. número 1.679), la Comunidad de 
Propietarios del Bloque 5 de la Calle Cristóbal Colón presentó en la Oficina 
Auxiliar de Registro Electrónico el informe final de evaluación del edificio. 
 
 Con fecha 27/05/2019 (R.M.E. número 2066), presentó factura 
sin número de fecha 20/02/2019, de Rosa Granados Hilera en concepto de 
“Redacción del informe de evaluación y certificado de eficiencia energética 
con sus correspondientes registros”. 
 
 Con fecha 05/06/2019 (R.M.E. número 13.766) presentó el acta 
de nombramiento de D. Rafael Sánchez Bernal con D.N.I. 31.710.703-M como 
representante legal ante la Administración mediante el que se le confiere 
poder amplio para actuar en nombre de la Comunidad. Igualmente, presenta 
los documentos de justificación junto con los anexos 1, 2 y 3, cumplimentados 
en todos sus términos. 
 
 Y por último, en fecha de 24/09/2019 y 01/10/2019 (R.M.E. nº 
2019-E-RE-3855 y nº 2019-E-RC-24601) presentó factura rectificada de la 
anterior presentada el día 27/05/2019, constando número de factura 
0042019. 
 
 Suponiendo un total presentado de SETECIENTOS UN EUROS 
CON OCHENTA CÉNTIMOS (701,80 €). 
 
 Y visto el informe de fiscalización número 2019-1739 emitido por 
la Intervención Municipal con fecha 13/12/2019, en cuyos apartados CUARTO y 
CONCLUSIÓN señalan literal lo siguiente: 
 
 “CUARTO.-  Examinada la documentación presentada, se 
observa que puede aceptarse como válida, por ajustarse al objeto de la 
subvención y al presupuesto aceptado en la resolución, la factura número 
0042019 de fecha 20/02/2019, de Rosa Granados Hilera en concepto de 
“Redacción del informe de evaluación y certificado de eficiencia energética 
con sus correspondientes registros”. 
 
 Suponiendo un total aceptado de SETECIENTOS UN EUROS CON 
OCHENTA CÉNTIMOS (701,80 €). 

 
CONCLUSIÓN 

 
 Fiscalizada la documentación anterior, se informa que la cuenta 
justificativa cumple con los requisitos establecidos en el apartado i) de la 
resolución de concesión, no obstante, ha sido presentada fuera del plazo 
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señalado en el apartado h) (2 meses desde la finalización del plazo para 
realizar la actividad, esto es, del 29/12/2018 al 28/02/2019). 
 
 Igualmente, señalar que el Ayuntamiento no ha realizado ningún 
requerimiento de justificación al beneficiario, no cumpliendo así con lo 
establecido en el artículo 70.3 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por 
el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, por lo que debe tenerse en cuenta la justificación 
presentada y entenderse aceptada, informándose FAVORABLEMENTE la 
cuenta justificativa por importe de SETECIENTOS UN EUROS CON OCHENTA 
CÉNTIMOS (701,80 €), correspondiente a la subvención concedida a la 
Comunidad de Propietarios del Bloque 5 de la Calle Cristóbal Colón, con CIF 
núm. H11502556, en virtud de acuerdo de la Junta de Gobierno Local de fecha 
13/12/2018, al punto 5º, para sufragar el 100% de los gastos de redacción de 
informe de evaluación del edificio.” 
 
 Propongo a la Junta de Gobierno Local lo siguiente: 
  
 PRIMERO.- Aprobar la cuenta justificativa por importe de 
SETECIENTOS UN EUROS CON OCHENTA CÉNTIMOS (701,80 €), 
correspondiente a la subvención concedida a la Comunidad de Propietarios del 
Bloque 5 de la Calle Cristóbal Colón, con CIF núm. H11502556, en virtud de 
acuerdo de la Junta de Gobierno Local de fecha 13/12/2018, al punto 5º, para 
sufragar el 100% de los gastos de redacción de informe de evaluación del 
edificio. 
 
 SEGUNDO.- Notificar al interesado la presente resolución para su 
conocimiento y efectos oportunos. 
 
 TERCERO.- Dar traslado del presente acuerdo a la Intervención 
Municipal.”” 
 
 Visto el expediente tramitado, la Junta de Gobierno Local, por 
unanimidad, acuerda aprobar la propuesta anterior en su integridad. 
 
 
 
PUNTO 5º.- URGENCIAS. 
 
 
 No se somete a la consideración de los miembros de la Junta de 
Gobierno Local ningún asunto en el punto de urgencias. 
 
 
 
PUNTO 6º.- RUEGOS Y PREGUNTAS. 
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 No se formula ningún ruego ni pregunta. 
 
 
 
PUNTO 7º.- ASISTENCIA AL SR. ALCALDE EN EL EJERCICIO DE SUS 

ATRIBUCIONES. 
 
 
 No se somete a la consideración de los miembros de la Junta de 
Gobierno Local ningún asunto en el punto de asistencia al Sr. Alcalde en el 
ejercicio de sus atribuciones. 
 
 
 
 Y no habiendo más asuntos de que tratar, se levantó la sesión, 
siendo las trece horas y veinte minutos del día expresado al inicio, 
redactándose la presente acta, de todo lo cual, yo, como Secretario General 
certifico, con el visado del Señor Alcalde-Presidente. 
 
 
 Vº Bº 
           EL PRESIDENTE, 
             
 

DOCUMENTO FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE AL MARGEN 
 
 
 


